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Asunto:
<Titre>Dictamen motivado de la Cámara de los Comunes del Reino Unido sobre la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se refuerzan ciertos aspectos de la presunción de inocencia y el derecho a estar presente en el propio juicio en los procesos penales</Titre>

(COM(2013)0821 – C7-0427/2013 – 2013/0407(COD))
En virtud del artículo 6 del Protocolo nº 2 sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad, en el plazo de ocho semanas desde la fecha de transmisión de un proyecto de acto legislativo, los Parlamentos nacionales podrán enviar un dictamen motivado a los Presidentes del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, indicando los motivos por los que consideran que el proyecto en cuestión no se atiene al principio de subsidiariedad.
De conformidad con el Reglamento del Parlamento Europeo, la Comisión de Asuntos Jurídicos es competente para el respeto del principio de subsidiariedad.
Se adjunta para información el dictamen motivado de la Cámara de los Comunes del Reino Unido sobre dicha propuesta.

ANEXO
Dictamen motivado de la Cámara de los Comunes

dirigido a los Presidentes del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión, en virtud del artículo 6 del Protocolo nº 2 sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad

relativo a

Proyecto de Directiva por la que se refuerzan ciertos aspectos de la presunción de inocencia y el derecho a estar presente en el propio juicio en

los procesos penales

Marco del Tratado para evaluar el cumplimiento del principio de subsidiariedad

1.
En dictámenes motivados anteriores, la Cámara de los Comunes ha expuesto lo que considera el contexto correcto en el que los Parlamentos nacionales deben evaluar el cumplimiento del principio de subsidiariedad de una propuesta. La Cámara de los Comunes se remite a ese contexto sin exponerlo de nuevo.

Legislación propuesta

2.
La Directiva propuesta tiene por objeto fijar unas normas mínimas comunes a toda la Unión Europea para determinados aspectos que la Comisión Europea («la Comisión») ha identificado en relación con los derechos de sospechosos y acusados a la presunción de inocencia hasta que se pruebe su culpabilidad y a estar presentes en su propio juicio.

3.
En 2010 el Consejo Europeo, al aprobar el Programa de Estocolmo, solicitó a la Comisión que examinara, entre otras cosas, los nuevos aspectos de los derechos procesales mínimos de los sospechosos y acusados, y que estudiara la necesidad de abordar otras cuestiones, por ejemplo la presunción de inocencia, a fin de fomentar una mejor cooperación en ese ámbito.

4.
La propuesta se basa en el artículo 82, apartado 2 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (TFUE), que establece que el Parlamento Europeo y el Consejo podrán, en la medida en que sea necesario para facilitar el reconocimiento mutuo de las sentencias y resoluciones judiciales y la cooperación policial y judicial en asuntos penales con dimensión transfronteriza, establecer normas mínimas mediante Directivas.

5.
La exposición de motivos de la Comisión que acompaña la propuesta explica que esta es necesaria para reforzar el derecho a la presunción de inocencia y que se basa en las disposiciones pertinentes del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos de las Libertades Fundamentales (principalmente su artículo 6) y de la Carta de Derechos Fundamentales de la Unión Europea.

6.
La propuesta establece una serie de normas mínimas relativas a diversos aspectos de la presunción de inocencia y del derecho a estar presente en el propio juicio. Entre los ámbitos específicos que cubre la propuesta se incluyen: (a) la garantía de presunción de inocencia de los sospechosos o acusados hasta que se pruebe su culpabilidad con arreglo a la ley; (b) normas de protección frente a declaraciones de culpabilidad de sospechosos o acusados presentadas por las autoridades públicas antes de dictarse sentencia; (c) normas que establecen que la carga de la prueba corresponde a la fiscalía y que cualquier duda razonable en cuanto a la culpabilidad del acusado debe traducirse en su absolución; (d) los derechos de los sospechosos o acusados a no autoinculparse y a no cooperar; (e) el derecho de los acusados a guardar silencio; y (f) el derecho a estar presente en el propio juicio.

Subsidiariedad

7.
En su exposición de motivos la Comisión afirma que existen considerables variaciones por lo que respecta al derecho de presunción de inocencia en la legislación de los distintos Estados miembros. La jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (TEDH) pone de manifiesto que la presunción de inocencia y los demás derechos afines que garantizan un juicio justo se han conculcado constantemente. Esto genera desconfianza mutua entre las autoridades judiciales de los distintos Estados miembros. Como consecuencia de ello, según la Comisión, las autoridades judiciales son reticentes a cooperar entre ellas. La Comisión se apoya en su evaluación de impacto que demuestra que el TEDH por sí solo no garantiza una protección absoluta de la presunción de inocencia: algunos aspectos no han sido considerados recientemente o en profundidad por el TEDH y el procedimiento de recurso ante el TEDH solo interviene una vez agotadas todas las vías de recurso internas. Por consiguiente, la presente Directiva pretende completar las garantías proporcionadas por el TEDH y asegurar la protección de la presunción de inocencia desde la incoación del proceso penal, incluida la posibilidad de servirse de los mecanismos de recurso de la UE.

8.
La Comisión sostiene que los Estados miembros no pueden alcanzar, por sí solos, el objetivo de la propuesta, que es fomentar la confianza mutua. Es preciso recurrir por lo tanto a la intervención de la Unión Europea, consistente en el establecimiento de unas normas mínimas comunes aplicables en toda la Unión. Así lo confirma el Programa de Estocolmo, en el que el Consejo Europeo solicitó a la Comisión que abordase la cuestión de la presunción de inocencia. La propuesta aproximará las normas procesales de los Estados miembros en lo que respecta a determinados aspectos de la presunción de inocencia y al derecho a estar presente en el propio juicio en los procesos penales, con el objetivo de fomentar la confianza mutua. La Comisión concluye, así pues, que la propuesta se ajusta al principio de subsidiariedad.

Aspectos del Reglamento que no se atienen al principio de subsidiariedad

i)
Incumplimiento de requisitos procedimentales esenciales
9.
En virtud del artículo 5 del Protocolo (nº 2), «todo proyecto de acto legislativo debería incluir una declaración detallada que permita evaluar el cumplimiento de los principios de subsidiariedad y de proporcionalidad». El requisito de una declaración detallada incluida en el proyecto de acto legislativo implica que dicha declaración debe estar contenida en la exposición de motivos de la Comisión, que forma parte del proyecto de acto legislativo y, lo que es muy importante, se traduce a todos los idiomas oficiales de la UE. La traducción a todos los idiomas oficiales de la UE permite que la declaración detallada se aprecie en cuanto al cumplimiento del principio de subsidiariedad (y proporcionalidad) en todos los Parlamentos nacionales de los Estados miembros de la UE, de conformidad con el artículo 5 del Protocolo (nº 2). Sin embargo, la evaluación de impacto de la Comisión no está contenida en un proyecto de acto legislativo y tampoco está traducida a todos los idiomas oficiales de la UE.

10.
El Tratado de la Unión Europea pretende que las decisiones se tomen lo más cerca posible del ciudadano de la UE
. Las desviaciones de esta presunción no deben darse por supuestas, sino justificarse con el detalle y la claridad suficientes para que un ciudadano de la UE y los representantes que han elegido puedan entender los motivos cualitativos y cuantitativos que llevan a la conclusión de que un objetivo de la Unión «puede alcanzarse mejor mediante una acción a nivel de la Unión», tal como exige el artículo 5 del Protocolo (n° 2). La responsabilidad de satisfacer estos requisitos recae sobre la institución de la UE que propone la legislación.

11.
Por los motivos que a continuación se exponen, creemos que la Comisión no ha fundamentado de modo suficiente en la exposición de motivos, ni desde el punto de vista cuantitativo ni desde el punto de vista cualitativo, la necesidad de la actuación a nivel de la UE. La Cámara de los Comunes sostiene que esta omisión constituye un incumplimiento por parte de la Comisión de requisitos procedimentales esenciales contenidos en el artículo 5 del Protocolo (n° 2).

ii)
Incumplimiento del principio de subsidiariedad - necesidad

12.
El primer componente de la prueba de subsidiariedad establece que la UE intervendrá sólo «en caso de que, y en la medida en que, los objetivos de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miembros, ni a nivel central ni a nivel regional y local»
. 

13.
La Comisión se apoya en las conclusiones del Consejo Europeo sobre el Programa de Estocolmo como incentivo a la acción de la UE, pero las palabras utilizadas, según se destaca en el apartado 3, dejan claro que la presunción de inocencia se encontraba entre una serie de ámbitos cuyo examen se pedía a la Comisión; las citadas conclusiones tampoco hacen recomendación alguna en cuanto a la necesidad de acción.

14.
Por las razones siguientes la Cámara de los Comunes entiende que no se da este componente de la prueba, es decir, la necesidad de acción a nivel de la UE:

-
Evidencia de obstáculos al reconocimiento mutuo fruto de diferentes normas sobre presunción de inocencia en los distintos Estados miembros
15.
Para actuar en este ámbito, la UE debe demostrar que su legislación es necesaria para salvar los obstáculos a facilitar el reconocimiento mutuo
 de las decisiones en los asuntos penales. La evaluación de impacto de la Comisión en el anexo IV apunta a diversos incumplimientos, por parte de once Estados miembros, de las normas del CEDH sobre presunción de inocencia. Pero lo fundamental es que la Comisión no aporta ninguna evidencia de en qué medida estos han supuesto un obstáculo a la facilitación del reconocimiento mutuo en los procedimientos transfronterizos regulados por el Derecho de la UE. En su evaluación de impacto, se basa principalmente en elementos anecdóticos procedentes de ONG y abogados defensores, que no se encuentran en posición de decir en qué medida el incumplimiento de la presunción de inocencia en un Estado miembro concreto afecta a los procedimientos de reconocimiento mutuo en toda la UE. Lo cierto es que la Comisión reconoce la existencia de:

«pruebas estadísticas cuantificables limitadas sobre insuficiente confianza mutual entre los Estados miembros. Los Estados miembros no recogen información sobre el número de exhortos de cooperación judicial que son cuestionados o rechazados, por lo que resulta difícil cuantificar el problema»
. 

16.
De manera similar, el Anexo VII de la evaluación de impacto recoge varios ejemplos de casos susceptibles de obstaculizar la cooperación judicial pero que no lo han hecho. Cabe señalar que solo dos de los casos citados guardan relación con la presunción de inocencia. Sin estas pruebas, no hay justificación para la acción de la UE.

17.
No creemos, pues, que la acción de la UE en este ámbito esté justificada en virtud del artículo 82, apartado 2 del TFUE, que exige una demostración previa de la necesidad de facilitar el reconocimiento mutuo (véase el apartado 4 más arriba) para que la UE actúe en el terreno de la legislación penal. Tememos que la Comisión haya aplicado incorrectamente la citada disposición legal para introducir cambios significativos en la presunción de inocencia a nivel nacional.

18.
La Comisión de Justicia del Parlamento escocés escribió, el pasado 21 de enero, a la Comisión de Control Europeo de la Cámara de los Comunes para expresarle sus preocupaciones por la ausencia de pruebas de necesidad de acción de la UE:

«En su reunión del 21 de enero, la Comisión de Justicia examinó la propuesta de Directiva del Parlamento Europeo y del Consejo por la que se refuerzan ciertos aspectos de la presunción de inocencia y el derecho a estar presente en el propio juicio en los procesos penales (COM (2013) 821).

La Comisión de Justicia tomó nota de la opinión de la Comisión Europea de que es precisa una acción a nivel de la UE debido a la desconfianza mutua existente entre las autoridades judiciales de los distintos Estados miembros y la reticencia de estas a cooperar entre ellas. Asimismo, tomó nota de que el Gobierno del Reino Unido no forzosamente está satisfecho con la calidad de las pruebas aportadas por la Comisión para apoyar su decisión de actuar a nivel de la UE por lo que solicitará más aclaraciones durante el proceso de negociación.

Además se sometió a consideración la correspondencia del Gobierno escocés, que también cuestiona las limitaciones de las pruebas en que se basan las conclusiones de la Comisión y afirma que 'no se identifica la necesidad de que la UE deba actuar para garantizar que las autoridades judiciales de la UE cooperen entre ellas'. El Gobierno escocés afirma asimismo que no tiene pruebas de posibles reticencias a cooperar por parte de las autoridades escocesas y de los Estados miembros.

En global la Comisión de Justicia coincide con los gobiernos británico y escocés en que la Comisión Europea no ha presentado pruebas suficientes que demuestren la necesidad de acción de la UE. Esta falta de pruebas, combinada con un calendario ajustado para el examen de la propuesta significa que no puede descartarse la posibilidad de que la misma incumpla el principio de subsidiariedad».

-
Prueba de la necesidad de que el Derecho de la UE sustituya el Derecho del CEDH

19.
La evaluación de impacto explica que, en opinión de la Comisión, el artículo 6 del CEDH no ha bastado para garantizar el respeto a la presunción de inocencia al nivel necesario en los Estados miembros de la UE. Por consiguiente se propone la presente Directiva, que superará las garantías del citado artículo 6 y será aplicada con mayor eficacia por el Tribunal de Justicia.

20.
Si fuera cierta esta premisa tan audaz de la Comisión, deberían aportarse pruebas de por qué un planteamiento supranacional ‒en otras palabras, el Derecho de la UE‒ funcionaría allá donde no pudo hacerlo el CEDH. Y aquí también nos topamos con una dificultad. La evaluación de impacto muestra que para muchos de los componentes de la presunción de inocencia, el problema no radica en la ausencia de legislación nacional, supervisada como lo está por los tribunales nacionales y el TEDH, sino en la «cultura» del Estado miembro de que se trate. En nuestra opinión la cultura cambia progresivamente, y es un aspecto que conviene abordar en el plano nacional. Las razones por las que la Comisión prefiere la el enfoque UE al enfoque CEDH son las mismas por las que entendemos que debe prevalecer el segundo, puesto que es el que permite un margen de apreciación para la cultura y la práctica nacionales:

«La reticencia del TEDH a establecer requisitos prescriptivos en estas áreas, lo que puede verse como justificación para una acción de la UE. El planteamiento del TEDH no ha sido especialmente militante en el desarrollo de normas detalladas y prescriptivas en el ámbito del artículo 6, apartado 2 del CEDH. Ha dejado un margen de flexibilidad a la presunción de inocencia y derechos afines a la luz del requisito de conciliar los derechos de sospechosos y acusados a un juicio justo con el interés general, así como de las diversas tradiciones jurídicas de los Estados miembros. El enfoque preferido del Tribunal consiste en que se fijen una serie de normas mínimas o de principios de carácter general de su jurisprudencia, a los cuales quedan obligados a adherirse los Estados contratantes, en virtud de lo dispuesto en el artículo 53 del CEDH»
. 

21.
Tomamos especial nota de la observación de que el TEDH no ha sido «especialmente militante». Se trata de un elemento del que nos congratulamos sobremanera, por contraste, y que entendemos debería informar las decisiones de cualquier tribunal supranacional.

22.
Por todas las razones expuestas dudamos de que un planteamiento de la UE sustitutivo del actual marco que supone el CEDH alcanzase los objetivos que la Comisión afirma. 

� COM(2013) 821


� Artículo 5.


� Véase el artículo 5, apartado 3, del TUE.


� Artículo 82, apartado 2, del TFUE.


� P. 18 de la evaluación de impacto (ADD 1)


� Página 16 de la exposición de motivos.
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